
SUMARIO: 1. Introducción: mecanismos de protección frente al desempleo propios y específicos
en el sector agrario. –2. Una intencionalidad limitada. –3. Antecedentes sociales y respuestas
normativas; 3.1. Subsidio agrario; 3.2. Renta agraria; 3.3. Ingreso mínimo vital. –4. Requisitos
y reglas básicas: marco expositivo (síntesis). –5. Similitudes y diferencias: breviario. –6. Con-
clusiones. –7. Bibliografía citada.

RESUMEN

Desde hace varias décadas las personas que se emplean por cuenta ajena con carácter
eventual o de fijeza discontinua en la actividad agraria en algunos territorios de la geografía na-
cional disponen de un sistema de protección frente al desempleo propio y singularizado. Este,
de carácter mixto o semi-contributivo, ha sido en reiteradas ocasiones modificado. El presente
trabajo se adentra en la compleja tarea de desbrozar cuál será el futuro mediato de estos me-
canismos particulares (subsidio y renta agraria) tras la regulación del ingreso mínimo vital. Pres-
tación no contributiva del sistema de Seguridad Social llamada a convertirse en la prestación
asistencial de referencia. 

ABSTRACT

For several decades, people who have been employed on a casual or discontinuous basis
in agricultural activity in some territories of the national geography have had their own and indi-
vidualized system of protection against unemployment. This, of a mixed or semi-contributory na-
ture, has been repeatedly modified. This paper delves into the complex task of clearing what
will be the immediate future of these particular mechanisms (subsidy and agricultural income)
after the regulation of the minimum vital income. Non-contributory benefit of the Social Security
system called to become the reference assistance benefit.
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1. INTRODUCCIÓN: MECANISMOS DE PROTECCIÓN FRENTE AL DESEMPLEO PROPIOS Y
ESPECÍFICOS EN EL SECTOR AGRARIO

Desde comienzos de los años 80, y han transcurrido ya cuatro décadas, las personas de
carácter eventual empleadas en el sector agrario de determinados territorios (las comunidades
autónomas de Andalucía y Extremadura) merecen una protección singularizada y propia ante
las situaciones de inactividad que les individualiza respecto de las reglas estandarizadas esta-
blecidas en el Régimen General de la Seguridad Social para dar cobertura frente a la contin-
gencia del desempleo (subsidio agrario)1. 

Ese particular modelo (no exento de continuos ajustes en su trayectoria)2 fue objeto de una
modificación que bien ha de adjetivarse cuando menos como relevante y de calado, si no de
transcendente, a comienzos del nuevo milenio. Entonces (bienio 2002-2003), frente a los reto-
ques parciales que una y otra vez se sucedían en las disposiciones reglamentarias con el anhelo
nunca logrado de mitigar el fraude existente en el percibo del subsidio agrario, las líneas de ac-
tuación marcaron unos derroteros muy distintos y hasta el momento insospechados (ajenas e
inmunes hasta la fecha a las tradicionales críticas que le acompañaban). Así, aquellas se suce-
dieron como sigue: 

1. Se fijó la extinción postergada y extendida en el tiempo, en otros términos, una transito-
riedad sin concreción temporal de finalización, del régimen existente (subsidio agrario)3.

2. Se establecieron unas reglas próximas al modelo general de cobertura frente al desem-
pleo con acceso a la protección contributiva (y en exclusiva a esta) conforme a los inve-
terados postulados de homogenización que han de regir entre los distintos regímenes
del sistema (y tantas veces olvidada) aplicables al conjunto de las personas empleadas
por cuenta ajena, en todo el territorio nacional4. 

3. A resultas de lo anterior, se reguló un nuevo mecanismo de cobertura (limitado otra vez
a aquellos territorios con una mayor presencia del colectivo agrario y sistemas de pro-
ducción tradicionales —Andalucía y Extremadura—) con el propósito de combinar con
mayor eficacia y eficiencia las políticas pasivas con las políticas activas de empleo (renta
agraria)5. 
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1 Cfr. Real Decreto 3237/1983, de 28 de diciembre (BOE de 31 de diciembre), por el que se establece un subsidio
de desempleo en favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad
Social en sustitución del sistema de empleo comunitario.
2 Cfr. Reales Decretos 2298/1984, de 26 de diciembre (BOE de 29 de diciembre); 2405/1985, de 27 de diciembre
(BOE de 30 de diciembre); 2697/1986, de 30 de diciembre (BOE de 3 de enero de 1987); 1610/1987, de 23 de
diciembre (BOE de 30 de diciembre); 1585/1988, de 29 de diciembre (BOE de 31 de diciembre); 1387/1990, de
8 de noviembre (BOE de 14 de noviembre); 273/1995, de 24 de febrero (BOE de 25 de febrero); 5/1997, de 10
de enero (BOE de 11 de enero) y 73/2000, de 21 de enero (BOE de 22 de enero).
3 Cfr. artículo 3 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre (BOE de 13 de diciembre), de medidas urgentes para la re-
forma del sistema de protección por desempleo y mejora de la ocupabilidad.
4 Cfr. artículo 4 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. 
Una crítica al mismo puede leerse en GONZÁLEZ ORTEGA, S., «La reforma del subsidio agrario y la ampliación
de la protección por desempleo a todos los trabajadores eventuales del campo», Relaciones Laborales, n.º 4,
2003, especial monográfico: La reforma de la protección de desempleo en la L 45/2002, p. 65, quien señala que
«las ventajas del sistema contributivo están en proporción directa con las oportunidades reales de empleo de los
trabajadores de que se trate. Respecto de un colectivo con problemas de formación, o con formación de base es-
casa, cuyas oportunidades de empleo son, a su vez, reducidas; y a los que se exige, sin duda, el éxodo y la emi-
gración para desempeñar un trabajo fuera del medio rural [...], extender si más el sistema del desempleo
contributivo es una forma segura de garantizar la falta de tutela».
5 Cfr. Real Decreto 426/2003, de 11 de abril (BOE de 12 de abril), por el que se regula la renta agraria para los
trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Co-
munidades Autónomas de Andalucía y Extremadura.
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Pese al tiempo transcurrido (cuatro o dos décadas, respectivamente, mucho en todo caso)
y la transformación constante y destacada de los modelos de producción en el sector agrario,
la tradicional temporalidad y estacionalidad vinculada a la generación y obtención de la materia
prima, acompañada de la menor capacidad contributiva de las empresas agrarias con las que
hacer frente a las cargas sociales generales han servido una y otra vez como argumentario vá-
lido para reafirmar esa necesidad de una atención singularizada con relación al colectivo de
personas ocupadas en las faenas del campo (agrícola, forestal y pecuario)6. Ello ha llevado a
que en la actualidad aún convivan esos diferentes instrumentos de los que se da cuenta (sub-
sidio y renta agraria y protección por desempleo contributivo asimilado al Régimen General de
la Seguridad Social con limitaciones respecto al asistencial) sin que en nada contribuyera a su
racionalización y simplificación la integración del Régimen Especial Agrario de la Seguridad So-
cial en el Régimen General [Ley 28/2011, de 22 de septiembre (BOE de 23 de septiembre)]7.

No constituyen objeto de atención en esta colaboración ese conjunto de prácticas de pro-
tección frente al desempleo de las personas que desarrollan la actividad agraria con carácter
eventual, esto es, el bloque genérico, sino solo aquellas medidas que están revestidas de un
marcado carácter asistencial (aunque incompleto o parcial). El subsidio y la renta agraria y su
cuestionable encaje con el ingreso mínimo vital centran el estudio.

2. UNA INTENCIONALIDAD LIMITADA

A medio camino entre un régimen asistencial y contributivo (con amplias reglas flexibiliza-
doras que disimulan de manera sobresaliente este segundo en beneficio del primero —reduc-
ción del número de jornadas reales cotizadas para el acceso a la prestación ante circunstancias
climatológicas adversas o elementos que distorsionen el mercado agrario—, recientemente,
entre otros muchos ejemplos, puede citarse la guerra a las puertas de Europa)8 esas prestacio-
nes específicas de las que se ha dado cuenta (subsidio y renta agraria) de nuevo pueden plan-
tearse en el candelero. 

Es posible cuestionarse en la actualidad la legitimación de estos mecanismos de protección
frente al desempleo en el sector agrario (dado su cada vez menor valor contributivo e importante
carga asistencial) tras la aprobación del Real Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo (BOE de 1
de junio), por el que se establece el ingreso mínimo vital (norma derogada) y la vigencia hoy de
la regulación contenida en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre (BOE de 21 de diciembre).

Esta es, en definitiva, la finalidad de la presente colaboración, ofrecer una respuesta sobre
si ahora, tras la aprobación y desarrollo de una nueva prestación no contributiva del sistema de
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6 Circunstancias que se ven acompañadas por importantes elementos sociales que serán tratados infra.
7 Con lo que ha de reiterarse que se pervierte en su esencia la integración efectuada, por cuanto el régimen pro-
tector no es coincidente.
8 Obsérvese cómo recientemente el número de jornadas reales cotizadas necesarias para el acceso a la prestación
referenciada ha sido minorado. El artículo 3 del Real Decreto Ley 5/2020, de 25 de febrero (BOE de 26 de febrero),
por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en materia de agricultura y alimentación; igual precepto
de la Ley 8/2020, de 16 de diciembre (BOE de 17 de diciembre), de idéntica nomenclatura, así como del Real De-
creto Ley 4/2022, de 15 de marzo (BOE de 16 de marzo), por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al
sector agrario por causa de la sequía rebajan a un mínimo de 20 jornadas reales las necesarias para lucrar la
prestación. Por su parte, el artículo 24 del Real Decreto Ley 18/2022, de 18 de octubre (BOE de 19 de octubre),
por el que se aprueban medidas de refuerzo de la protección de los consumidores de energía y de contribución
a la reducción del consumo de gas natural en aplicación del «Plan + seguridad para tu energía (+SE)», así como
medidas en materia de retribuciones del personal al servicio del sector público y de protección de las personas
trabajadoras agrarias eventuales afectadas por la sequía reduce ese número a 10 jornadas reales cotizadas en
los doce meses naturales inmediatamente anteriores a la situación de desempleo.
En otros términos, el exiguo carácter contributivo que pudiera concurrir en esa regulación se convierte en algo
puramente anecdótico o testimonial, con un valor residual y sin calado. 
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la Seguridad Social con vocación generalista, es lógica y oportuna la convivencia y concurrencia
de esta con modelos prestacionales con una importante carga asistencial o si, por el contrario,
aquellos están llamados a desaparecer incorporándose el colectivo de personas beneficiarias
a las que alberga el ingreso mínimo vital en un futuro mediato. 

Recuérdese que expresamente se establece en la E. de M. de la ley 19/2021, de 20 de di-
ciembre, que «la puesta en marcha del ingreso mínimo vital exigirá también una progresiva re-
ordenación del conjunto de ayudas estatales cuyos objetivos se solapan con los de esta nueva
política.

La progresiva reorganización de las prestaciones no contributivas que deberá abordarse en
los próximos años [prosigue la norma legal] permitirá una focalización en colectivos particular-
mente vulnerables que contribuya a una mayor redistribución de la renta y la riqueza en nuestro
país». 

Objetivo genérico este establecido en la parte expositiva de la norma legal que posterior-
mente ha sido incorporado al componente 22, «Plan de choque para la economía de los cuida-
dos y refuerzo de las políticas de inclusión» del Plan de Recuperación Transformación y
Resiliencia del Reino de España9. En concreto, es su reforma 5 la que alude expresamente a
la mejora del sistema «de prestaciones económicas no contributivas de la Administración Ge-
neral del Estado». Para lo que arguye que «las prestaciones no contributivas y asistenciales
presentan un alto nivel de fragmentación en nuestro país que, en muchos casos, las vuelve in-
eficientes», siendo necesaria, continúa la propuesta realizada, «una progresiva reorganización
del conjunto de prestaciones estatales de naturaleza no contributiva para hacer el sistema más
eficiente»10.

Sin embargo, y aunque las pautas pudieran parecer claras (de aglutinar prestaciones), nada
se menciona sobre el particular que ahora atañe en la Orden ISM/1055/2022, de 31 de octubre
(BOE de 4 de noviembre), por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Go-
bierno para Asuntos Económicos, por el que se aprueba el Plan para la reordenación y simpli-
ficación del sistema de prestaciones económicas no contributivas de la Administración General
del Estado11. Es más, de manera palpable y meridiana este centra su atención en las prestacio-
nes monetarias de la AGE de naturaleza no contributiva (pueden calificarse de «puras»)12 su-
jetas a la comprobación de recursos y a las prestaciones universales que tienen incidencia en
las personas desfavorecidas y deja de lado (quién sabe si para una mejor ocasión) las presta-
ciones de carácter semi-contributivo (entre las cuales se incluyen el subsidio y la renta agraria)13.

En consecuencia, estas singulares prestaciones frente al desempleo del personal eventual
agrario de Andalucía y Extremadura (junto a otros subsidios por desempleo) quedarán fuera de
la proyectada legislación de reorganización y simplificación del sistema de prestaciones econó-
micas no contributivas, en tanto que este, se insiste, limitará su ámbito de acción en exclusiva
a las prestaciones económicas no contributivas14.
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9 Cfr. https://www.lamoncloa.gob.es/temas/fondos-recuperacion/Documents/160621-Plan_Recuperacion_Trans-
formacion_Resiliencia.pdf.
10 Con una visión de conjunto sobre este proceso integrador, cfr. ÁLVAREZ CUESTA, H., Protección social frente
a la pobreza, Editorial Bomarzo, Albacete, 2023.
11 Con el que se da cumplimiento al hito 319 del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia del Reino de
España relativo al Componente 22, reforma 5 (https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/ha-
cienda/Documents/2021/101121-CountersignedESFirstCopy.pdf).
12 En consonancia con el preámbulo de la Ley 19/2021, de 19 de diciembre, que solo alude a estas.
13 El cuadro prestacional de Garantías de Ingresos Mínimos en España a nivel estatal, autonómico, local y de en-
tidades del tercer sector puede consultarse en la Figura 1 de la Orden ISM/1055/2022, de 31 de octubre.
El esquema de las prestaciones semi-contributivas, además de las señaladas, es generoso con los subsidios por
desempleo, extraordinario por desempleo, Renta Activa de Inserción, complemento de mínimos y pensiones SOVI.
14 El hito 320 del Plan de Recuperación Transformación y Resiliencia del Reino de España relativo al Componente
22, reforma 5 (https://www.lamoncloa.gob.es/serviciosdeprensa/notasprensa/hacienda/Documents/2021/101121-
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Y ello, al contrario de lo que pudiera pensarse, de que en el mismo se asevere que para la
consecución de los objetivos del mencionado Plan sea preciso: 

a. Desarrollar y ampliar el ingreso mínimo vital para convertirlo en la prestación base y
general del sistema de garantía de ingresos mínimos.

b. Simplificar las ayudas actuales entorno a él para lo que será necesario evaluar los pa-
rámetros que garanticen la equidad15.

La complejidad de esta reordenación, así como su utilidad es manifiesta y necesaria. Aunque
se orienta, se antoja, en un plano limitado y cicatero. Tal vez se haya querido acometer una ac-
tuación parcial para en una fase posterior avanzar y perseverar en el proceso. En una primera
ocasión, las prestaciones no contributivas16. Posteriormente, quizá, las semi-contributivas. 

Es, al menos, cuestionable que en el diseño (y futura ejecución) del Plan del que ahora se
da cuenta se carezca de la suficiente ambición para integrar en el mismo las prestaciones que
adjetiva de semi-contributivas, en la medida que todas ellas se encuadran e identifican dentro
del bloque del Sistema de Garantías de Ingresos Mínimos17. Recuérdese que en el preámbulo
de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, se alude a la «reordenación del conjunto de ayudas es-
tatales cuyos objetivos se solapan con los de esta nueva política»18, donde a buen seguro pu-
diera confluir.

Si discutible es lo anterior, mayor grado de controversia suscita que en este primer paquete
reformador no se hayan incluido las prestaciones semi-contributivas19, en lo que interesa, de
protección por desempleo de las personas que con carácter eventual desarrollan la actividad
agraria. Y ello, por dos cuestiones básicas. La primera de ellas, como se ha apuntado, las exi-
gencias de cotización previa para el lucro de estas prestaciones una y otra vez se han visto fle-
xibilizadas (reducidas), con una carga reciente de solo diez jornadas reales cotizadas, por lo
que ha de aseverarse que prima notablemente su carácter asistencial sobre el contributivo20.
La segunda, donde resulta mucho más evidente ese carácter asistencial preferente, que en el
supuesto del subsidio agrario para mayores de cincuenta y dos años no se requiere de cotiza-
ción previa en los meses anteriores a su disfrute para continuar lucrando el subsidio durante
todo el año natural (por el contrario, se contempla la exigencia de haber sido beneficiario del
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CountersignedESFirstCopy.pdf) tiene como fin reorganizar y simplificar el sistema de prestaciones económicas
no contributivas, marcando como objetivo de la reforma «incluir en el instrumento de cobertura constituido en
torno al régimen de ingreso mínimo (IMV) las principales prestaciones no contributivas proporcionadas por la Ad-
ministración General del Estado, para reorganizar y simplificar el sistema de prestaciones económicas no contri-
butivas en consonancia con los objetivos del Plan para la reordenación y simplificación del sistema de prestaciones
económicas no contributivas de la Administración General del Estado».
Este debe cumplirse antes del cuarto trimestre del año 2023.
15 A lo que se une el establecimiento de una gobernanza más eficiente entre los distintos órganos gestores, que
requerirá de un sistema de información ágil, con la información y la toma de decisiones con datos como eje del
diseño de prestaciones.
16 Adviértase que el cronograma del Plan del que se da cuenta diseña un período de ejecución que se extiende
desde 2023 hasta 2030, con un despliegue escalonado.  
17 Recuérdese que el ingreso mínimo vital está llamado a constituirse en la prestación base y general del sistema
de garantía de ingresos mínimos.
18 Si bien es cierto que posteriormente matiza y concreta sobre las prestaciones no contributivas.
19 Se adopta la nomenclatura empleada en el Plan para la reordenación y simplificación del sistema de prestacio-
nes económicas no contributivas de la Administración General del Estado.
20 Sobre el carácter contributivo de la renta agraria, cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores
eventuales del régimen agrario», en RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.).,
Veinte años de relaciones laborales en Andalucía, Consejo Andaluz de Relaciones Laborales, Sevilla, 2003, pp.
174 y ss.
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subsidio agrario durante un número de años…, en definitiva, una contribución previa al sistema
que lo distancia de manera destacada del período de carencia y de la duración del disfrute de
la prestación vinculada a las prestaciones contributivas)21.

Llegados a este punto, y con carácter previo al estudio sintético del régimen jurídico de cada
una de las prestaciones que servirá de base para contrastar las diferencias y similitudes exis-
tentes entre ellas en aras de esa posible (y proyectada en lo deseable) absorción o integración
bajo el paraguas del ingreso mínimo vital, se entiende adecuado realizar una aproximación
sobre los antecedes sociales de cada una de ellas. Su objetivo no es otro que identificar cuáles
son los fines que concurren en las mismas para emparejar los elementos comunes (el sustrato
mollar) y enlazar los criterios hermenéuticos por los que han de regirse en la propuesta que se
realiza. En esencia, de manifestar los fines a los que intentan dar respuesta y su concurrencia.

3. ANTECEDENTES SOCIALES Y RESPUESTAS NORMATIVAS

3.1. Subsidio agrario

Como se ha apuntado supra, el subsidio agrario data de comienzos de la década de los
ochenta. En aquel momento histórico España atravesada una compleja crisis energética con
una importante deriva sobre el empleo. La caída de la ocupación lastrada por aquella afectó
principalmente a la industria, nada menos que 700.000 personas ocupadas dejaron de estarlo
en este sector. Sin embargo, sus efectos cual vasos comunicantes irradiaron (aunque con menor
intensidad) a la construcción (con 300.000 personas que engrosaron las listas de desempleo)
y a la agricultura, que se perpetuó en la inercia arrancada años atrás de expulsar del campo
mano de obra. En aquellos años, el número de personas ocupadas en el sector primario des-
cendió en 500.000 personas, «una parte de ellas se dirigió a los improbables mercados de tra-
bajo urbanos y la otra a la jubilación, reflejando la envejecida estructura de la población rural22.

Es en esta realidad socioeconómica en la que su sustenta el subsidio agrario. Desempleo
agrario e imposibilidad de absorción de la mano de obra excedente por el resto de los sectores
productivos inmersos, con mayor intensidad si cabe, en una importante reconversión, principal-
mente industrial. De ahí que, como acertadamente señala el profesor Ojeda Avilés, el subsidio
agrario sea fruto de su tiempo, de su contexto histórico, emanando en un escenario que además
se acompaña de otras razones poderosas, ninguna de ellas achacable a la persona ocupada
en las faenas agrarias de Andalucía y Extremadura: 

A) Las reconversiones industriales y la crisis de empleo ejercen en aquel momento como
fuerzas tractoras «de enormes recursos del Estado para subvenir al desempleo y la pre-
jubilación de los afectados en los altos hornos, las minas, los astilleros, las empresas
textiles, canalizando una soberbia financiación estatal [...]. Las Leyes de Reconversiones
Industriales de 1982 y 1984 dieron rango legal al decidido apoyo del Estado a las indus-
trias, que se remontaba a los años sesenta y setenta». A su rebufo, aquellas dan carta
de naturaleza y legitimidad a la implantación del subsidio agrario en el bien pretendido
de otorgar «un trato de equivalencia con las ayudas a los trabajadores de la industria, si
bien de menor cuantía». 

B) Además, sobre la empresa agraria pesa el marchamo de su menor capacidad contribu-
tiva, lo que desaconseja la imposición de la misma cotización que a las empresas del
Régimen General. 

C) Y, por último, el sistema de distribución de la tierra imperante en los territorios de Anda-
lucía y Extremadura, en las que el latifundismo impera23.
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21 De ahí su carácter mixto, asistencial/contributivo, aunque con una carga preponderante del carácter asistencial. 
22 Cfr. SERRANO SANZ, J. M.ª., «Crisis económica y transición política», Ayer, n.º 15, 1994, p. 158.
23 Cfr. OJEDA AVILÉS, A., «Aspectos constitucionales del subsidio de desempleo para eventuales agrícolas», Re-
vista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, n.º 1, 2003, pp. 7-8, nota núm. 18 y «Legislación

DL entera 129_Maquetación 1  10/10/23  19:02  Página 34



En otros términos, quizá excesivamente simplistas pero que contribuyen a visualizar la fina-
lidad última de esta prestación, se fija un modelo de ayudas públicas que persigue el manteni-
miento de esa población inactiva sin posibilidad de ocupación en el sector de origen (el agrario)
y tampoco en el externo mediante el recurso a la emigración urbana o internacional garantizando
un régimen mínimo de subsistencia. La contributividad vinculada al número de jornadas reales
cotizadas, pese a estar presente, es extremadamente limitada24, actuando primariamente como
garantía de rentas. 

3.2. Renta agraria

La reordenación de la protección por desempleo de las personas que con carácter eventual
desarrollan la actividad agraria operada por las reformas normativas del año 2002 tuvo una im-
portante contestación política y social, constituyendo el punto de mayor desencuentro entre los
sindicatos más representativos y el Gobierno25. Su cuestionamiento se construye sobre la si-
tuación de desprotección en la que quedan las personas eventuales agrarias de Andalucía y
Extremadura ante la imposibilidad de cumplir las exigencias establecidas para lucrar el desem-
pleo contributivo creado por la Ley 45/2022, de 12 de diciembre y el veto al subsidio agrario
dado el singular contexto en el que se desarrolla el trabajo agrario (reconversión agraria, exce-
dentes de mano de obra…).

Ello dio origen a que en el período posterior representantes gubernamentales y agentes so-
ciales trabajaran intensamente en la búsqueda de nuevas fórmulas y reformas que lograran
traer, de nuevo, la paz social al medio rural andaluz y extremeño. Los objetivos fijados en este
proceder pueden concretarse, de manera sumaria, como sigue: 

A) Lo conveniente y prioritario de no retornar al modelo del subsidio agrario, cargado de vi-
cios y corruptelas26.

B) Sustituir la cultura de la ayuda por la de la inserción laboral, el paso de políticas pasivas
a políticas activas de empleo. 

C) Cubrir la situación de desprotección generada.

Al cumplimiento de tales fines responde el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, que no
trata de ampliar el programa de «renta activa de inserción» a las personas eventuales agrarias
andaluces y extremeñas, sino de crear para ellas una prestación nueva y distinta, a través de
una fórmula híbrida y original, en la que predominan elementos asistenciales y de ayuda a la
inserción laboral27. Y en la que además se refleja indirectamente (por contradictorio que pueda
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laboral y de protección social del sector agrario en perspectiva histórica: la enseñanza a extraer», en ARIAS DO-
MÍNGUEZ, A. (coord.), Reformas socio-laborales en el sector agrario: seguimiento de su impacto y propuestas
para la continuación del proceso, Thomson Reuters&Civitas, Cizur Menor, 2013, pp. 63-64.
24 Lo que puede además vincularse con el cómputo de las actividades realizadas en el antiguo PER…
25 Cfr. SEMPERE NAVARRO, A. V., «La Ley 45/2002, de 12 de diciembre: una visión panorámica», en VV.AA.,
Empleo, Despido y Desempleo tras las Reformas de 2002 (Análisis de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre), Aran-
zadi, Cizur Menor, 2003, p. 34, nota núm. 33.
26 No se puede entender la renta agraria como intento de reinstauración, encubierta o indirecta, del subsidio de
desempleo agrario, en tanto que ello iría en contra de lo establecido por la Ley 45/2002, de 12 de diciembre, de
limitar el acceso de nuevos beneficiarios al subsidio agrario. 
Sin embargo, para LÓPEZ GANDÍA, J., La protección por desempleo de los trabajadores del Régimen Especial
Agrario, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 82-83, la renta agraria «de inserción» consiste en una reforma de la
reforma del subsidio de desempleo agrario mediante una prestación que va más allá de la renta común de inser-
ción, «aunque no suponga, al menos aparentemente, pero casi, una vuelta atrás total a la situación anterior al
“Decretazo”, esto es una “restitución de un derecho”, que afecta a todos aquellos trabajadores eventuales agrarios
que no han podido acceder ya al mismo».
27 Sobre su valor contributivo, cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores eventuales del ré-
gimen agrario», en RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.), Veinte años de
relaciones laborales en Andalucía, cit., pp. 174 y ss., dada la exigencia de cotización de un número mínimo de
jornadas y de estar al corriente en el pago de las cuotas durante los doce meses previos.
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parecer en tanto que el abandono de los pueblos era un objetivo no expreso de la reforma del
año 2002 para allegar mano de obra poca cualificada al sector de la construcción pujante en
aquel momento en otros territorios)28 un compromiso contra la despoblación rural (se insiste,
falso o al menos desvirtuado o tergiversado)29 y la fijación, en última instancia, de un sistema
de garantía de rentas para un colectivo marcado por la inactividad, en términos paralelos a como
lo había venido siendo (y continúa en la actualidad) en subsidio agrario con una carga contribu-
tiva significativamente menor.

3.3. Ingreso mínimo vital

En un contexto ordinario del marco de las relaciones laborales y de protección social a co-
mienzos del año 2020 se produjo la comparecencia del señor ministro de Inclusión, Seguridad
Social y Migraciones (Escrivá Belmonte)30 en la Comisión que acumula estas competencias
junto con las de Trabajo y Economía Social para informar sobre las líneas generales de la política
de su departamento en la XIV Legislatura31. Con una semana de diferencia, el 5 de marzo de
2020, tuvo lugar la participación del señor ministro, a petición propia, en la Comisión de Segui-
miento y Evaluación de los Acuerdos del Pacto de Toledo para informar sobre las prioridades
del Gobierno para la presente legislatura en la materia que le es propia32.

En lo que interesa al presente trabajo, entre las distintas actuaciones propuestas con carácter
prioritario para el Gobierno de la Nación en la Legislatura que entonces arrancaba su andadura
el señor Escrivá incidió en la búsqueda del mayor consenso posible para la implementación del
ingreso mínimo vital33, que no dudó en tildarla como «probablemente la política más importante
del Gobierno de España durante esta Legislatura»34. 

Su encaje en un entramado normativo enredoso, que habría de convivir con diecisiete ins-
trumentos heterogéneos existentes en las distintas comunidades autónomas35, exigía solventar
con carácter previo cuestiones de orden competencial y aspectos de coordinación sobre las
personas beneficiarias para evitar innecesarias reiteraciones y equívocos en los destinatarios
(por exceso o por defecto).

Sin embargo, la planificación marcada y anhelada que exigía de estudio, de diseño, de or-
denación, de encaje, de búsqueda de consensos y beneplácitos entre las distintas fuerzas po-
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Como «subsidio activo esencialmente no contributivo», MONEREO PÉREZ, J. L., Las nuevas políticas de pro-
tección por desempleo y su reflejo en el sistema jurídico, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, p. 89.
28 Se ha sostenido en trabajos previos que la reforma sobre el desempleo puesta en marcha en el año 2002
implica para el colectivo ocupado en el sector agrario no solo una movilidad sectorial y profesional para poder
lucrar las prestaciones, sino también una movilidad geográfica que conlleva la emigración del campo a la ciudad,
de unas regiones a otras, que vacía los pueblos y alarga su agonía.
29 En tanto que, con fecha de caducidad, por cuanto en sí misma encierra elementos que empujan al abandono
de la actividad agraria insertando al colectivo en actividades de otros sectores. 
30 A petición propia y a petición de los grupos parlamentarios Ciudadanos, Popular en el Congreso, Republicano,
VOX y Plural. 
31 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 52, de 27 de febrero de 2020, pp. 2 y ss. 
32 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 51, de 5 de marzo de 2020, pp. 2 y ss. 
33 Los otros grandes acuerdos de Legislatura que debían ser alcanzados, concretaba el señor ministro, giraban
en torno a la reforma del sistema público de pensiones y la migración.
Cfr. DS -Congreso de los Diputados-, núm. 52, cit., p. 3.
34 Cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 52, cit., p. 6.
35 Con la participación de la Administración General del Estado, con atribuciones en prestaciones no contributivas
(en distintos campos); los programas de rentas mínimas regulados por las Comunidades Autónomas e incluso el
régimen de ayudas que, en última instancia, las corporaciones locales ponen en marcha para ayudar a las per-
sonas en riesgo de exclusión social o vulnerables es el escenario en el que debe integrarse la nueva prestación
de la Seguridad Social.
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líticas, agentes sociales, representantes autonómicos y locales, de desbroce de cuestiones no
sencillas de resolver…, es decir, de un tiempo moderado y razonable para instaurar algo nuevo,
complejo y completo, amoldado y ajustado a lo existente, pronto se vio truncada. 

La situación de vulnerabilidad generada en unos casos y aumentada en otros en numerosos
colectivos a causa de la pandemia de la COVID-19 provocó que surgieran demandas de regu-
lación urgente de esta prestación36. Así se recoge de manera expresa en la E. de M. del Real
Decreto Ley 20/2020, de 29 de mayo (y hoy en la Ley 19/2021, de 20 de diciembre). 

Con esta disposición legal se intenta cumplir simultáneamente dos objetivos. Por un lado,
redistribuir renta. El ingreso mínimo vital se diseña para la erradicación de la pobreza extrema
atendiendo a aquellos hogares con una situación de mayor vulnerabilidad. Por otro lado, romper
inercias. Es imperiosa la necesidad de integrar en la sociedad a estas clases desfavorecidas
siendo el mejor instrumento para ello el reingreso en el sistema educativo o la incorporación al
mercado de trabajo, por lo que la prestación se acompaña de itinerarios de inclusión laboral y
social que hagan que su situación en la sociedad sea más plena37.

De ahí su carácter como mecanismo de garantía de ingresos de ámbito nacional, configu-
rándose como prestación económica de la Seguridad Social en su modalidad no contributiva.

En definitiva, en los tres mecanismos de los que se da cuenta, frutos de su tiempo, con in-
dependencia de que su naturaleza sea semi-contributiva, mayoritariamente no contributiva o
asistencial, concurre una nota básica, actúan como instrumentos de garantía de ingresos míni-
mos desde el campo de la Seguridad Social. Ello permite sostener la posible integración de
aquellos en el ingreso mínimo vital.

4. REQUISITOS Y REGLAS BÁSICAS: MARCO EXPOSITIVO (SÍNTESIS)

No es voluntad ahora de realizar (dadas las limitaciones espaciales de la presente colabo-
ración) una exégesis exhaustiva de las exigencias requeridas para lucrar cada una de las pres-
taciones de las que se da cuenta y de sus rasgos definidores. Sin embargo, se entiende
oportuno presentar, de modo esquemático, cuáles son aquellas y estos y el testeo concurrente
con las demás. 

Así, las pautas maestras para ser beneficiaria del subsidio agrario ordinario se concretan
como sigue:

a. Realizar con carácter eventual (contrato de duración determinada o de fijeza discontinua)
la actividad agraria por cuenta ajena.

b. Inclusión en el Sistema Especial Agrario de la Seguridad Social.
c. Encontrarse en situación de desempleo.
d. Carecer de rentas en los términos establecidos38.
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36 Cfr. Intervenciones de los señores Rufián Romero (Grupo Republicano) y Rodríguez Rodríguez (Grupo de Unidas
Podemos-En Comú Podem-Galicia en Común) en la comparecencia del señor ministro de Inclusión, Seguridad Social
y Migraciones (Escrivá Belmonte) para informar sobre la situación y medidas adoptadas ante la COVID-19 desde
dicho ministerio. A propuesta del Gobierno y a petición de los Grupos Parlamentarios Republicano y Popular en el
Congreso, cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 56, de 15 de abril de 2020, pp. 16-17, respectivamente.
37 Tal y como se ocupaba de explicar el señor Escrivá Belmonte en la comparecencia, a petición propia, para in-
formar sobre la gestión del ingreso mínimo vital; a petición del Grupo Parlamentario VOX para informar sobre la
crisis de la COVID-19 en el ámbito de sus competencias y a petición del Grupo Parlamentario Popular en el Con-
greso para explicar el proyecto de renta mínima (cfr. DS —Congreso de los Diputados—, núm. 97, de 8 de junio
de 2020, pp. 2 y ss.).
38 Con carácter general, carecer, en el momento de la solicitud y durante la percepción del subsidio agrario, de
rentas de cualquier naturaleza que, en cómputo anual, superen la cuantía del salario mínimo interprofesional vi-
gente, excluidas las pagas extraordinarias.
Se establecen reglas específicas en caso de convivencia…
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e. Tener su domicilio en el ámbito geográfico delimitado, esto es, de Andalucía o Extrema-
dura.

f. Estar en alta o en situación asimilada.
g. Tener cubierto un mínimo de treinta y cinco jornadas reales cotizadas en los doce meses

naturales inmediatamente anteriores a la situación de desempleo39.
h. No haber cumplido la edad mínima para acceder a la pensión contributiva de jubilación.
i. Haber percibido el subsidio en alguno de los 3 años anteriores a la fecha de su solicitud.
j. Suscribir el compromiso de actividad.

La cuantía de la prestación se establece en el 80 % del IPREM vigente en cada momento40;
y su duración se condiciona a cuestiones de edad y de responsabilidades familiares, yendo
desde los 120 a los 360 días.

En el caso del subsidio agrario especial para mayores de 52 años estas exigencias se con-
cretan en (además de todos los anteriores excepto la cotización previa en los doce meses na-
turales inmediatamente anteriores): 

a. Haber cotizado al Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social como eventual del
campo por cuenta ajena y ser beneficiaria del subsidio ininterrumpidamente durante los
últimos cinco años (con importantes reglas flexibilizadoras). 

b. Acreditar que se reúne el período de cotización necesario para el reconocimiento de cual-
quier tipo de pensión contributiva por jubilación en el sistema de la Seguridad Social. 

La cuantía se corresponde con el subsidio ordinario y se extiende a lo largo de los 365 días,
siendo renovado el derecho al mismo cada doce meses sin exigencia de cotización por jornadas
reales.

Para el supuesto de la renta agraria, los requisitos concuerdan en buen número con los men-
cionados (en tanto que remite expresamente al articulado reglamentario precedente): 

a. Realizar por cuenta ajena trabajo agrario con carácter eventual (por tiempo determinado
o de fijeza discontinua).

b. Estar incluido en el Sistema Especial Agrario de la Seguridad Social. 
c. Encontrarse en situación de desempleo.
d. Inscripción como demandante de empleo.
e. Tener el domicilio en el ámbito geográfico de Andalucía o Extremadura.
f. Estar en alta o situación asimilada al alta.
g. No tener derecho al subsidio agrario.
h. Haber residido y estar empadronado un mínimo de 10 años en el ámbito geográfico pro-

tegido.
i. Tener cubierto en el Sistema Especial en los 12 meses naturales inmediatamente ante-

riores a la situación de desempleo un mínimo de 35 jornadas reales cotizadas41.
j. Se condiciona la permanencia en el Sistema Especial Agrario a exigencias de edad o de

haber sido beneficiaria con anterioridad. 
k. Carecer de rentas42.
l. Suscripción del compromiso de actividad.
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39 Exigencia, como se ha reiterado, frecuentemente reducida.
40 De acuerdo con lo establecido en el artículo 3.2.d) del Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio (BOE de 26 de
junio), para la racionalización de la regulación del salario mínimo interprofesional y para el incremento de su cuan-
tía.
Para el año 2023: 480 euros/mes.
41 Con las mismas reglas flexibilizadoras que el subsidio agrario.
42 En iguales términos que para el subsidio agrario.
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La cuantía de esta prestación se fija según el número de jornadas reales trabajadas acredi-
tadas para acceder al derecho a la renta, estableciéndose una escala progresiva (desde el 80
al 107 %) sobre el IPREM vigente en cada momento43. Su duración, también se hace depender
de dos variantes: la edad de la persona beneficiaria y la tenencia o no de responsabilidades fa-
miliares, con una horquilla que oscila entre los 120 y los 300 días. 

Por último, y con relación al ingreso mínimo vital, los elementos estándar se perfilan así:

a. Personas beneficiarias, en términos generales, las integrantes de una unidad de convi-
vencia; las de al menos veintitrés años y menores de 65 años que no se integren en una
unidad de convivencia o las que temporalmente sean usuarias de una prestación de ser-
vicio residencial, de carácter social, sanitario o sociosanitario44.

b. Tener residencia legal y efectiva en España durante un plazo determinado. 
c. Encontrarse en situación de vulnerabilidad económica, con referencia a la cuantía men-

sual de la renta garantizada45.
d. Constitución previa de la unidad de convivencia, en su caso.

La cuantía de esta prestación no contributiva se determina de acuerdo con la diferencia entre
el conjunto de todas las rentas e ingresos de la persona beneficiaria o de los miembros que
componen la unidad de convivencia del ejercicio anterior y la cuantía de la renta garantizada ,
extendiéndose su percepción mientras subsistan los motivos que dieron lugar a su concesión y
se cumplan los requisitos y obligaciones previstos por la disposición legal. 

5. SIMILITUDES Y DIFERENCIAS: BREVIARIO

Del panorama descrito puede aseverarse que, de inicio, este conjunto de prestaciones coin-
cide en sus finalidades, en tanto que garantías de salarios mínimos, en sus distintas fórmulas
y con sus matices. Elemento básico y esencial para su reconocimiento se presenta, por tanto,
en todas ellas la situación de carencia de recursos económicos suficientes o vulnerabilidad eco-
nómica, como quiera calificarse. Entran en juego, no obstante, reglas diferenciadoras sobre el
cómputo de determinadas rentas, exención de otras…, pero en esencia, queda claro el fin per-
seguido, la asistencialidad47.
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43 Cfr. artículo 3.2.e) del Real Decreto Ley 3/2004, de 25 de junio.
44 Cfr. artículos 4 y 7 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre. 
45 En concordancia con el artículo 11 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre, «concurre este requisito cuando el
promedio mensual del conjunto de ingresos y rentas anuales computables de la persona beneficiaria individual o
del conjunto de miembros de la unidad de convivencia, correspondientes al ejercicio anterior, en los términos es-
tablecidos en el artículo 20, sea inferior, al menos en 10 euros, a la cuantía mensual de la renta garantizada con
esta prestación que corresponda en función de la modalidad y del número de miembros de la unidad de convi-
vencia en los términos del artículo 13».
46 Que para una persona beneficiaria individual asciende al 100 % del importe anual de las pensiones no contri-
butivas fijadas anualmente en la LPGE, dividido por doce (para el año 2023 es de 484,61 euros/mes). Aplicándose
coeficientes multiplicadores en los supuestos de formar parte de una unidad de convivencia, de tener un grado
de discapacidad reconocido….
47 Cfr. OJEDA AVILÉS, A., «La renta agraria para los trabajadores eventuales del régimen agrario», en RODRÍ-
GUEZ-PIÑERO Y BRAVO-FERRER, M., y CRUZ VILLALÓN, J. (dir.), Veinte años de relaciones laborales en An-
dalucía, cit., pp. 174 y ss., para quien «la prueba de necesidad no es determinante, pudiendo ser, como ocurre
aquí, un límite más para dosificar el gasto financiero aplicado a esta cobertura, sin por ello comprometer su ulterior
naturaleza jurídica».
En el bloque de prestaciones de carácter asistencial se engloba en las estadísticas oficiales del Ministerio de Tra-
bajo y Economía Social, cfr. MITES: Resumen últimos datos (actualización continua), p. 5
(https://www.mites.gob.es/es/estadisticas/index.htm).
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En las prestaciones por desempleo de las personas eventuales agrarias de Andalucía y Ex-
tremadura se fijan una serie de exigencias propias y adicionales (estar en situación de desem-
pleo, cotización mínima previa, inclusión en el Sistema Especial Agrario…) acorde al momento
de su nacimiento y su encuadre como mecanismo de cobertura ante situaciones de inactividad. 

No obstante, se entiende que tales diferencias son perfectamente salvables y reconducibles
ante una posible inclusión del colectivo en el bloque del ingreso mínimo vital. 

Las dudas se derivan, sin embargo, de los efectos numéricos, cuantitativos, que ello pudiera
implicar. En el año 2022 fueron 164.632 las personas beneficiarias de las prestaciones semi-
contributivas en el sector agrario (87.690 subsidio y 76.942 renta agraria)48 que, como contra-
partida, están incluidas en el Sistema Especial, se encuentran al corriente de sus obligaciones
de cotización y acreditan un determinado (limitado) períodos de cotización y que perciben una
prestación económica para un espacio temporal determinado. El traslado de este bloque hacia
el ingreso mínimo vital con cuantías cercanas, pero con duración indeterminada mientras se
cumplan las exigencias establecidas (y las mayores dificultades de aplicación de las medidas
de acompañamiento de esta prestación no contributiva), quizá justifiquen por el momento el
mantenimiento de la situación actual.

6. CONCLUSIONES

Como señalaba el profesor Martín Valverde, «en una situación de empleo en la que la po-
blación laboral de la agricultura no tiene posibilidades de utilizar la propia fuerza de trabajo en
los otros sectores económicos, la protección de estas situaciones de desempleo adquiere una
dimensión nueva, convirtiéndose en una manifestación insoslayable del deber del “Estado So-
cial” de procurar un mínimo vital a todos los ciudadanos»49.

Y es ahí, en este plano, en el que han de situarse tanto el subsidio agrario como la renta
agraria (aun cuando esta, en su configuración, se aleje en parte de aquellos parámetros bási-
cos). Como rentas de subsistencia ante la falta real de oportunidades de incorporación al mer-
cado de trabajo y herramientas de garantía de un ingreso mínimo (a la que se unen todos los
insumos propios de la vertebración del territorio, la fijación de la población en los entornos ru-
rales, la conservación del medio ambiente y la garantía de la producción de bienes y servicios
de primera necesidad…)50.

Sin embargo, tanto el encuadre con el que nacieron, apegadas al modelo del sistema de
protección por desempleo; como las fuentes de financiación, hacen que se sitúen algo distan-
ciadas de las mismas, pese al carácter marcadamente asistencial y de políticas generales del
Estado en el que habrían de situarse las mismas51. 
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48 Cfr. SEPE., Prestaciones por desempleo asistenciales para trabajadores eventuales agrarios de Andalucía y
Extremadura. Subsidio agrario. Renta agraria. Resumen de datos de noviembre/2022, p. 13
(https://www.sepe.es/HomeSepe/que-es-el-sepe/estadisticas/estadisticas-prestaciones/prestaciones.html).
49 Cfr. MARTÍN VALVERDE, A., «Mercado de trabajo agrícola y legislación social en el medio rural», Temas La-
borales, n.º 2, 1985, p. 29.
50 Cfr. ROMERO CORONADO, J., «El Sistema Especial Agrario. Régimen jurídico», en MONEREO PÉREZ, J. L.,
y RODRÍGUEZ INIESTA, G. (dirs.), y MALDONADO MOLINA, J. A., y DE VAL TENA, A. L. (coords.), Tratado de
Derecho de la Seguridad Social, T. II, Ediciones Laborum, Murcia, 2017, pp. 602, para quien el subsidio agrario
además de paliar una situación concreta de necesidad, «lo manifiestamente predominante es minimizar las si-
tuaciones de riesgo proclives a la generación de una situación de conflictividad social que de no prevenirse por
la vía del ordenamiento jurídico social solo podría ser encauzada mediante la utilización de medidas de carácter
represivo».
51 Sobre el papel que la protección social en su conjunto desarrolla en la promoción de la sostenibilidad y su in-
clusión en la economía rural configurándose como transferencias sociales que suponen un medio para impulsar
la economía rural local, cfr. ROMERO CORONADO, J., «Configuración y régimen jurídico de la protección social
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Pero no puede alejarse en el horizonte su verdadera finalidad. Evidente esta de manera sig-
nificada en el subsidio especial para personas mayores de cincuenta y dos años donde la au-
sencia de exigencias previas de jornadas reales trabajadas y su duración extendida durante los
trescientos sesenta y cinco días del año, renovable año tras año hasta la edad de jubilación,
muestran un claro ejemplo de cómo estas han venido actuando en realidad como mecanismo
de rentas mínimas más que propulsores de acceso al empleo. Con una clara disfunción con re-
lación a las políticas activas de empleo (en buena parte corregidas por la renta agraria, aunque
sin perder su esencia asistencial).

Así las cosas, las regulaciones presentes están llamadas a confluir. El colectivo de personas
beneficiarias, las exigencias de vulnerabilidad económica… convergen en buena parte en las
distintas prestaciones. Los tiempos que marquen las disponibilidades presupuestarias serán
otros.
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